
D/Dª ______________________________________________, con DNI______________, en 
su propio nombre y representación, y con domicilio a efectos de notificaciones, en 
C/_________________________________, CP __________ de _____________________.

EXPONE:

Sobre el Anuncio del área de Industria y Energía de la Subdelegación del Gobierno en Las Palmas por el  
que se somete a información pública el Estudio de Impacto Ambiental(EIA) y los Informes De  
Implantación de diversos proyectos de sondeos Exploratorios de hidrocarburos en aguas profundas,  
frentes a las costas de Lanzarote y Fuerteventura, publicado en el B.O.E. Núm. 182 de Miércoles 31 de 
julio de 2013, a petición de Repsol Investigaciones Petrolíferas, S.A., (RIPSA), tengo a bien alegar lo 
siguiente:

El EIA presentado minusvalora los riesgos medioambientales

El EIA reconoce la alta riqueza de los ecosistemas submarinos que se verán afectados y que en las zonas 
donde se pretenden realizar las prospecciones habitan 30 de las 69 especies de cetáceos que se conocen.

Por otra parte  reduce a tres años el estudio de la sismología en Canarias, lo cual representa un plazo más 
que insuficiente en un contexto geológico, especialmente considerando los antecedentes vulcanológicos y 
sísmicos en el archipiélago.

El EIA también detalla la vital importancia que tienen las desaladoras de agua de mar en Canarias para 
garantizar el suministro de agua potable. Sin embargo, ignora por completo las consecuencias que un 
vertido tendría para su correcto funcionamiento. En caso de un derrame la situación de Canarias se podría 
tornar catastrófica.

El estudio reconoce que las actividades rutinarias de prospección ocasionarán un impacto medioambiental 
que afectaría a la calidad del agua y los sedimentos influyendo a la totalidad de la fauna marina en torno a 
las plataformas. Lo cual considero totalmente inadmisible.

También se reconoce abiertamente la posibilidad de un desastre en el que un "blowout" (erupción 
incontrolado del sondeo petrolífero) podría derramar 30.000 barriles de vertidos en un plazo de 30 días 
hasta controlar el derrame. Aún dando por ciertos los datos del EIA considero inaceptables esos riesgos 
para Canarias. Por otro lado, denuncio la bajeza moral de los redactores y promotores del estudio (en este 
caso Repsol) al intentar minusvalorar los efectos de un "blowout" alegando que la mayoría del derrame 
iría a parar a las costas continentales de África.

El mismo estudio reconoce que la circulación del mar entre islas y en las costas orientales de 
Fuerteventura y Lanzarote es muy compleja y variable debido a la interacción entre el afloramiento del 
fondo marino (“upwelling”, fenómeno de suspensión de plancton y sedimentos que hace posible la gran 
biodiversidad submarina de esas aguas), la corriente fría de Canarias, la batimetría y la propia existencia 
de las islas. Sin embargo, ignora que esa interacción podría mantener en suspensión un vertido y que lo 
podría desplazar a una y otra isla, pudiendo llegar incluso a las islas más occidentales. Este punto termina 
admitiendo que los daños en Fuerteventura podrían ser "desastrosos" y en Gran Canaria y Lanzarote 
"muy serios". 

El EIA intenta magníficar el impacto económico positivo y desprecia la posible afección a la 
economía local

En su introducción el estudio menciona el desarrollo de un modelo noruego para la extracción de crudo en 
las islas, sin tener en cuenta que el contexto económico, legal, medioambiental, social y profesional es 
muy diferente al del Mar del Norte.

El estudio afirma que el turismo representa un 29,5% del volumen de la economía de Canarias, cuando el 
turismo en el Archipiélago llega a un 74,6 por ciento sobre el total de su economía. Este porcentaje 
alcanza niveles aún mucho mayores en Fuerteventura y Lanzarote. Además minusvalora el impacto que 
las prospecciones y posibles extracciones van a tener en el sector turístico (impacto visual, vertidos, 
perjuicio al ecosistema marino, deterioro de la imagen de la marca turística).



Así mismo, el estudio asegura que la posibilidad de un vertido es real y no tiene reparos es calificar como 
compatibles la extracción de crudo con la actividad turística y el impacto en la flora y la fauna oceánicas.

El documento también reconoce que en caso de blowout o erupción de crudo serían necesarias medidas 
de restricción del tráfico marítimo en el canal que separa Canarias del continente africano, considerada 
una ruta mundial de primer orden entre Europa y los países del Atlántico sur. El comercio mundial podría 
verse afectado por una catástrofe petrolera en esta ruta marítima. Así mismo, la actividad pesquera 
además de la navegación y la pesca recreativa, sub-sector importante dentro del turismo, resultarían 
impracticables en la zona.

En el estudio se usan expresiones contradictorias para definir las probabilidades de un desastre en 
Fuerteventura desde «la isla con más peligro» a como "Absolutamente remota" o "prácticamente 
imposible"; sin embargo reconoce tajantemente la posibilidad de que este ocurra.

Justificación socioeconómica basada en el déficit energético español es de poco peso ya que no se realiza 
la comparación en energía primaria y no se diferencia por sectores. Es de destacar que el crecimiento de 
las energías renovables ha sido frenado por el propio Gobierno del Estado, por lo que la aplicación de 
políticas alternativas podría reducir la dependencia exterior del petróleo, promoviendo las energías 
renovables, sin necesidad de realizar estos proyectos exploratorios de hidrocarburos. La  elevada 
dependencia energética de España es una promesa auto cumplida dado que es el propio Estado el que 
bloquea el desarrollo sostenibles d ella energías renovables descentralizadas, así como la movilización de 
inversiones en el sector 8sobre todo pequeños inversores).

Por otra parte se intenta justificar los sondeos basándose en unos supuestos porcentajes de impactos  
socioeconómicos sobre Canarias sin fundamentar en ningún caso.

El proyecto adolece de legitimidad democrática

Manifiesto que tanto la ciudadanía, a través de diferentes manifestaciones, como las administraciones 
púdicas de los Cabildos y Ayuntamientos de Fuerteventura y Lanzarote, así como el Gobierno y el 
Parlamento de Canarias y entidades empresariales como la Patronal Hotelera de Fuerteventura han 
rechazado con contundencia las prospecciones. Tampoco ha existido ninguna consulta al pueblo canario 
que legitime de alguna forma la potestad de las autoridades para dar concesiones sobre dichas 
prospecciones.

Por otra parte, en el punto primero del Documento de Síntesis del EIA falta a la verdad al afirmar que los 
pozos denominado "Canarias 1-9" están dentro de la ZEE española, ya que la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar (CDM, o también CONVEMAR o CNUDM) deja claro que un 
archipiélago perteneciente a un Estado continental sólo tiene derecho a 12 millas de aguas territoriales y 
no a las 200 millas marítimas de la ZEE (Zona Económica Exclusiva). De esta forma, las aguas que 
rodean al archipiélago canario están en un limbo legal en el que ninguna de las dos partes legítimas (los 
Estados marroquí y español) se han pronunciado oficialmente. En resumen, esas aguas no pertenecen 
legalmente al Estado español ni éste posee la ZEE en Canarias.

Finalmente, considero fraudulento el uso que la empresa redactora del EIA le ha dado a la información de 
que dispone y rechazo el EIA por considerarlo un documento sesgado, incompleto, parcial, interesado, 
falto de rigor y determinantemente arbitrario a favor de la petrolera y sus socios.

Por tanto, SOLICITO el rechazo de este EIA y la inmediata suspensión del proyecto de 
prospecciones petrolíferas en Canarias.

En __________________________________________ , a ____ de Septiembre de 2013-

A At. 
GOBIERNO DE ESPAÑA
DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN CANARIAS
AREA DE INDUSTRIA Y ENERGÍA


